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2024: un año
de augurios

desfavorables 
para Centroamérica



El 2024 inició para Nicaragua con mayores incertidumbres y pocos
pronósticos favorables para la población a causa de la
radicalización autoritaria que el régimen encabezado por Daniel
Ortega y Rosario Murillo tienen en curso para asegurar a toda costa
su permanencia en el poder y la sucesión dinástica. 

El 2023 y los inicios de 2024 han estado marcados por un proceso
de institucionalización del estado policial de facto que los Ortega-
Murillo impusieron sobre Nicaragua desde 2018. Esa
“institucionalización” tiene como pilares la creación de un marco
jurídico que legaliza la vigilancia, el control y la represión sobre toda
la sociedad y sobre grupos de personas específicas; la
reestructuración de instituciones clave como la policía, el poder
judicial, el servicio exterior y las alcaldías; y la radicalización de los
repertorios de represión con violaciones de derechos humanos que
constituyen una excepcionalidad como es el caso de los destierros,
desnacionalizaciones, retenciones migratorias y negativas de
ingreso al país, entre otras. A esto se suma la destrucción del
valioso capital social que la sociedad nicaragüense había
construido a lo largo de varias décadas con la eliminación de miles
de organizaciones de sociedad civil, filantrópicas y religiosas, así
como la imposición de una estructura de vigilancia y control sobre
la ciudadanía compuesta por aparatos estatales y para estatales

Nicaragua



.El 2023 fue uno de los peores años de persecución a la libertad
religiosa e incluyó el secuestro, encarcelamiento, destierro y
expulsión de más de 200 sacerdotes, religiosos y religiosas, entre
ellos los obispos Rolando Álvarez e Isidoro Mora. Los ataques contra
la iglesia incluyen acoso y ocupación de templos, vigilancia, acoso
y amenazas, así como confiscación de bienes. Además, ha
prohibido la realización de actividades religiosas públicas. Más
recientemente, el régimen también ha apresado a pastores y
personas pertenecientes a iglesias evangélicas, de tal manera que
diferentes gobiernos y organismos internacionales han denunciado
la flagrante violación de la libertad religiosa en Nicaragua.

Diversos análisis han señalado que el régimen Ortega-Murillo
funciona como un estado mafioso. Dos hechos recientes confirman
ese modus operandi. La participación del gobierno en operaciones
de tráfico masivo de personas a través del territorio nacional, entre
ellos cubanos, haitianos, africanos y de otras nacionalidades que
llegan a Nicaragua en vuelos charter por los que pagan elevadas
sumas de dinero que no entran a las cuentas estatales y tienen
como destino final los Estados Unidos. El otro hecho se relaciona
con el decomiso de un millonario cargamento de droga
proveniente de Nicaragua por parte de las autoridades rusas.

La explosiva combinación de crisis sociopolítica prolongada,
radicalización autoritaria, adoctrinamiento político y control de
centros educativos, agravios a las creencias religiosas y difíciles
condiciones de vida ha profundizado el descontento ciudadano,
incluso dentro de las propias filas de apoyo al régimen debido a



las amenazas y vigilancia. Esta situación mantiene vigente un reto
de primer orden para las fuerzas democráticas de oposición, sobre
todo aquellas que durante el 2023 avanzaron en procesos para la
unificación de esfuerzos y las acciones conjuntas.

En estas condiciones el 2024 tiene la perspectiva de ser un año
donde el régimen avanzará en la radicalización autoritaria y la
creación de condiciones para la sucesión dinástica a fin de
prevenir su acelerado debilitamiento y que el momento del
“traspaso” de poder familiar se convierta en una “oportunidad” para
un cambio político de mayor envergadura.



Después de siete meses de constantes y
graves obstáculos, finalmente Bernardo
Arévalo y Karin Herrera tomaron posesión
de sus cargos como presidente y
vicepresidente de Guatemala,
respectivamente. Los intentos del llamado
“pacto de corruptos”, una fuerte
estructura de poder enquistada en las
estructuras estatales, especialmente en la
Fiscalía, para impedir la investidura de
Arévalo provocaron una crisis del orden
institucional hasta el último momento,
pero no lograron su cometido y se
enfrentaron a una intensa movilización
social de respaldo a las nuevas
autoridades encabezada por los pueblos
indígenas.

Guatemala

En su discurso, Arévalo ha insistido en el inicio de una “primavera” para la
democracia en Guatemala, generando grandes esperanzas y expectativas
dentro de la población cansada de los altos niveles de corrupción, el
autoritarismo, la violencia e inseguridad del país; sin embargo, es claro que
el camino no está despejado y Arévalo se enfrenta a grandes retos que
pasan desde llevar adelante su programa de gobierno hasta mantener los
niveles de apoyo de la población.



En El Salvador, el presidente Nayib Bukele
inició el año con su carrera por la
presidencia luego de lograr su objetivo de
entrar en la competencia aun en contra
de lo establecido en la Constitución.
Durante el 2023, Bukele creo todas las
condiciones para darle fuerza a su
proyecto neo autoritario al promover una
política de seguridad basada en la
imposición del estado de excepción
como la “normalidad” para controlar a las
temidas maras y recuperar el control del
estado sobre espacios públicos y el orden
interior de todo el país.

El Salvador

Los favorables resultados de la política en materia de disminución de
homicidios y violencia en los lugares anteriormente controlados por las
pandillas le han granjeado el respaldo de un importante sector de la
población; mientras para otro, ha significado graves violaciones de sus
derechos humanos con las detenciones y juicios masivos de miles de
personas. A medida que se acerca a su objetivo de permanecer en el
poder, Bukele revela su verdadera faceta autoritaria.



La siempre estable y democrática Costa
Rica cerró el 2023 con una grave crisis de
seguridad cuando alcanzó la tasa de
homicidios más alta de toda su historia a
causa de la violencia criminal vinculada
con el narcotráfico. Este escenario nuevo
para el país ha extendido la
preocupación a las autoridades y a la
población, especialmente en zonas como
la región del Caribe, por los niveles de
violencia y las nuevas formas de
operación de estos grupos criminales.

Costa Rica

Hasta ahora, el gobierno ha mostrado preferencia por políticas de
seguridad punitivas para intentar frenar la inseguridad y violencia; sin
embargo, está abierto un debate público sobre esta situación y las
acciones más adecuadas para abordarla.

A esto se suma un ciclo de movilización social a causa de los recortes en
sectores clave como la educación y fenómenos sociales nuevos como el
tránsito de miles de personas migrantes provenientes de Sudamérica y
otras regiones del mundo en su recorrido hacia Estados Unidos.
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